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SALA SEGUNDA Recurso nim.1832/90

EXCMOS. SENORES; ASUNTO: Recurso de amparo
promovido por don José Maria

Don Eugenio Diaz Eimil Lépez Serrano.

Don Miguel Rodriguez-Pifiero

y Bravo-Ferrer SOBRE; Auto del Juzgado de lo
Don José Luis de los Mozos Social nGm. 1 de Céceres dgue
y de los Mozos confirma la providencia que
Don Alvaro Rodriguez Bereijo inadmite recurso de reposi-
Don José Gabaldédn Lépez cién contra resolucidn dicta-

da en ejecucién de Sentencia
en procedimiento por despido.

La Sala ha examinado la pieza separada de suspensién del
recurso de amparo interpuesto por don José Marfia Lépez Serrano,

- I.- ANTECEDENTES

1l.- Por escrito registrado en este Tribunal el 14 de ju-
lio de 1990, don Albito Martinez Diez, Procurador de los Tribu-
nales, interpuso, en nombre y representacién de don José Maria
Lépez Serrano, recurso de amparo contra el Auto del Juzgado de
lo Social ntm. uno de Céceres de 14 de junio de 1990 que con-
firma la providencia de 7 de mayo anterior, por la que se
acuerda no haber lugar al recurso de reposicién interpuesto
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contra la providencia de 19 de febrero dictada en ejecucidn de
Sentencia de autos de despido num. 1538/88.

En el recurso se pide la nulidad del Auto de 14 de junio
de 1990, y consecuentemente, de la providencia que por el mismo
se confirma. La demanda de amparo entiende vulnerado el articu-
lo 24.1 de la Constitucién porque el Auto impugnado, al haber
confirmado la inadmisién del recurso de reposicidén por la sola
circunstancia de no haberse firmado por el actor el escrito de
su interposicién, pese a haberse intentado la subsanacién del
defecto, efectlia una interpretacién excesivamente formalista,
contraria al dicho derecho de tutela judicial efectiva, a la
doctrina de este Tribunal respecto a la interpretacidén de tal
precepto constitucional y, a los articulos 11.3 y 240.2 LOTC.

Igualmente se pide la suspensién de la ejecucidn de las
resoluciones judiciales recurridas.

La demanda de amparo se funda en los siguientes antece-
dentes:

a) Por providencia del Juzgado de lo Social nGm. 1 de
Céceres de 19 de febrero de 1990, se requirié a los demandados
~uno de ellos el solicitante de amparo—-, para gue hicieran
efectiva la cantidad de 210.505,- pesetas, diferencia entre 1lo
consignado vy lo pedido por el actor.

b) Interpuesto recurso de reposicidn por el demandante de
amparo, éste fue inadmitido por providencia de 7 de mayo de
1990, baséndose en que el escrito de interposicién del recurso
no estaba firmado.

¢c) Contra la citada providencia de 7 de mayo, se formula
un nuevo recurso de reposicidén, acompafiando para subsanar el
defecto advertido copia firmada del interpuesto contra la pro-
videncia de 19 de febrero anterior.
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d) Por Auto de dicho Juzgado de lo Social de 14 de junio
de 1990, se confirma la providencia de 7 de mayo, fundamentén-
dose en que ésta no ha infringido ninguno de los preceptos que
se citan por el demandado-recurrente, ni el articulo 72 de la
Ley de Procedimiento Laboral, ni el articulo 240.2 de la Ley
Orgénica del Poder Judicial.

3.- La Seccién Cuarta, por providencia de 12 de noviembre
de 1990, acordd admitir a trémite la demanda. En otra providen-
cia, de la misma fecha, acordd formar pieza separada para tra-
mitar la solicitud de suspensidén de la ejecucidn, emplazando a
la parte recurrente y al Ministerio Fiscal para que pudiesen
alegar lo que estimaran procedente sobre la misma.

Las alegaciones del solicitante de amparo refieren dgque
una vez fijada por el Juzgado de lo Social la cantidad que de-
bia pagar como indemnizacidén, y satisfecha aquélla por dicho
recurrente en su integridad, al acceder el referido Juzgado de
lo Social a la solicitud de "ampliacidén de la ejecucidén" de la
contraparte, esta Ultima resolucidén judicial no se ajusta al
fallo. En consecuencia, de no acordarse la suspensién de la
ejecucidn, el demandante de amparoc se veria obligado a satisfa-
cer una cantidad superior a la establecida en la Sentencia fir-
me y ejecutora, y la cual no ha sido discutida, causéndole in-
defensién y perjuicio de dificil reparacién, ya gque una vez
percibida aquella suma por la parte contraria, de decretarse la
nulidad de la resolucidén judicial, dificilmente podria recupe-
rarse.

El Ministerio Fiscal alega que puesto que lo que se pide
es la suspensién de la resolucién judicial gue obliga al recu-
rrente a desembolsar la suma de 210.505,- pesetas como amplia-
cién de la ejecucidén de la Sentencia contra él1 dictada, tomando
en consideracién el interés general que exXiste en el cumpli-
miento de las resoluciones judiciales, la escasa cuantia obli-
gada a entregar, la cual ademds podria ser recuperable en el
futuro, y el hecho de que la no suspensién no hace perder al
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amparo su finalidad, pues de otorgarse éste habrfan de
retrotraerse las actuaciones declarando admitido el recurso,
pero sin incidencia directa en entrega o devolucién de cantida-
des, en base a todo lo anterior, se interesa la denegacién de
la suspensién.

II.- FUNDAMENT RID

1.- El1 articulo 56 de la Ley Orgénica de este Tribunal,
contempla la posibilidad de suspender la ejecucidén del acto o
resolucién por razén del cual se reclama el amparo constitucio-
nal "cuando la ejecucién hubiera de ocasionar un perjuicio que
haria perder al amparo su finalidad".

Por otra parte, en reiteradas ocasiones, este Tribunal ha
indicado que, traté&ndose de resoluciones judiciales, el crite-
rio, en principio, debe ser el de no suspensién, habida cuenta
del interés general que la ejecucién de las mismas comporta
-AATC 57/1980, 275/1986 y 294/1989.

2._ En el supuesto que nos ocupa la concesiédn del amparo
no habré& de conducir necesariamente a exonerar al recurrente de
la obligacién de consignar la cantidad a que fue requerido me-
diante la providencia de 19 de febrero de 1990 -cuya suspensiédn
se solicita-, sino UGnicamente a admitir el recurso de reposi-
cién interpuesto contra dicha resoluciédn, debiendo el juzgador
pronunciarse sobre el fondo, esto es, sobre la procedencia o
improcedencia de aquél desembolso ampliatorio de la ejecuciédn.

3.— Si bien la no suspensién de la ejecucidén de la refe-
rida providencia podria dificultar una hipotética devolucién de
la cantidad percibida por la parte contraria en la instancia,
sin embargo este Tribunal ha declarado con reiteracién que 1la
suspensién provisional del articulo 56 de la LOTC sélo procede
cuando de no adoptarse este medida, el amparo pierda su finali-
dad.
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En consecuencia, puesto que dicha eventual dificultad de
entrega o devolucién no hace perder por si misma al amparo su
finalidad cual es la declaracién de nulidad de las resoluciones
judiciales que inadmitieron el recurso de reposicidén para dque
el juzgador se pronuncia sobre la procedencia o no del desem-
bolso ampliatorio de la ejecucidén-, ni tiene entidad suficien-
te, dada su escasa cuantia, para subordinar a la misma el inte-
rés general en el cumplimiento de las resoluciones judiciales,
y ademés, en cualquier caso, puede asegurarse mediante resolu-
cién judicial del juzgado de lo Social num. 1 de Céceres en la
que se determina la cuantfia y modo de garantizar la referida
hipotética devolucién, es por todo ello gue no es procedente la
suspensién de la ejecucidn prevista en el articulo 56 de 1la
LOTC.

En virtud de lo expuesto, la Sala acuerda no acceder a la
suspensién solicitada, debiendo no obstante el ejecutante ga-
rantizar la eventual devolucidén de la cantidad que percibiese
como consecuencia de dicha denegacién de suspensidn, en la
cuantia y forma que establece el dérgane judicial encargado de
la ejecucién.

Madrid, diez de diciembre de mil novecientos noventa y
uno.




